NOTA Ne20

, 3 de fabrero de 1994,

Sefior

ARMANDO CANALES

Director General /
Instituto Hacional de Deportes /
E. 5. D.

Sefior Director:

Me refiero a su Oficio N%1008-93-D.G., en el que se nos
pide orientacién en cuanto a la posibilidad de que el seilor
JORGE JIMENEZ, funcionarioc de la dependencia a su cargo reciba
el salario correspomdiente al tiempo en que fue separado por
investigacién judicial que resultd a su favor en Sentencia
emitida por la Juez Décimo Quinto de Circuito Penal del Primer
Circuito Judicial de Panami.

Ha sido tradicional en Panam8 que el salario es un
derecho que corresponde & toda persona designada en un cargo
piblico por la prestacién del sgervicio correspondiente a la
posicién que ejerce. El Decreto Ley H2ll de 16 de septiembre
de 1955 tenia prevista en su articulo 39 la situacién que nos
prasenta su Oficio, y ordenaba el pago del sueldo al
funcionario separado al wmomento de la restituciés. Por su
parte la Ley N2 de 13 de enero de 1961 que trata sobre la
Administracién de  Personal en su articulo 61 indica la
obligacién del Estado y el derecho del empleado en cuanto al
pago y obtencién del salario respectivamente, que haya dejado
de percibir durante el términe de 1la separacién.

Pese a la eliminacién de le Carrera Administrativa como
sistema de reclutamiento, seleccién, evalvacién, nombramiento,
capacitacién, promocién y proteccibn del servidor péblico, es
una realidad que el salario continua siendo wun derecho
inherente a le posicidn que se ocupa que tiene el titular del
cargo v que debe recibir salvo en los casos de destitucibn o
justificacién legal de la separaciébn. s

En el caso que nos plantea, si bien se produjo una orden
que sustrajo de lass funciones que venia ejerciendo el seflor
Jorge Jiménez por haber sido sometide a wuna investigacién
criminal, tal separacidén produce en el funcionaric suspendido
de manera provisional la imposibilidad de aceptar otra posicién
por ser empleado de la Institucién titular, y adewés por la
misma consecuencia le priva de un ingreso en razdén de una
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investigacién que de haberle acarreado sentencia le habria
generado igualmente la perdida de todo derecho como servidor
pGblico desde la separacién.

En nuestro poder reposa la Sentencia de & d= octubre de
1993 emitida por el Juzgado Décimo Quinto de Circuito Penal
del Primer Circuito Judicial de Panam8, relacionada con el
hecho que motivé la suspensién provisional de Jorge Enrique
Jimenez Aguilar, en las funciones que ejercia en 1la
Institucién 2 su cargo. Al ser absuelto de los cargos se le
reivindica en la posicién de la que no debié ser separado al
no existir conforme a la sentencia absolutoria, elementos que
probaran su responsabilidad penal y que hubiesen wmotivado su
separacibén definitiva del cargo.

£l término que ha durado la separacifn ha sido impuesto al
funcionario, cuya disponibilidad para desempefiarse y servir a
la Institucidén nunca pudo ponerse en duda, por lo cual debemes
entender que 1la suspensién provisional afectaba solamente el
frea de trabajo correspondiente a las funciones de Salvavidas
gque ejercfa, pero nunca le separ$ oficialmente o le desvinculd
como empleado de la Institucifn, por lec cusl al ser absuelto
deben estimarse que la prestacibén de sus servicios al ser
reintegrado produce continuidad con todos los deraechos como si
no hubiese sido privado de su desempefio regular.

Nuestro Derecho ha sido muy afin al Derecho Colombiang, en
esta materia y a guisa de ilustracibn nos permitimos
transeribir un precedente, a nuestro juicio aplicable al caso
bajo consulta.

"El Tribunal Contencioso
Administrativo de Cundinamarca en
sentencia materia de la apelacién
considerS, para negar las peticiones de
la demenda, que en nuestro sistema
juridico no caben acciones
indemnizatorias por actos provenientes
de la administracién de justicia vy que
el proferido por la Contralorfa General
de 1la ReptGblica que suspendid al
demandante, emana del poder instructor
que 1la Ley le ha conferido para Ilos
casos de peculado.

Sin embargo, como lo anota la
Fiscalfa Cuarta del Consejo, en su
concepto de fondo, 1la decisién de un
empleado de la Contraloria CGeneral de la
RepGblica por la cual se suspende en el
ejercicio de sus funciones al
inculpado, es un acto adwinistrativo
previo a las actuaciones judiciales



propiamente dichas, de manera que gi en
el ~proceso penal no se condena al
funcionario, el Estado debe resarcir los
perjuicios ocasionados en atencidn a que
toda la actuacién provino de un acte
adninistrativo que estimé la comisibn de
un delito, pero que ante la autoridad
competente no fue probado. XY asi, en el
fondo, podré dat lugar a una
indemnizacién derivada de los actos
administrativos de cardcter laboral por
actuaciones nroliminares al  proceso

pal." (PENAGOS, Gustave, EL _ACTO
ADMINISTRATIVO, FKdiciones Librerias “del
Profesional, Tercera BREdicién, Bogoté,
Colombia, 1980, pag. 302).

La compensacibén al daiio causado con la separacién que al
final resultd infundada, no puede ser otra que 1a del pago de
los salarios no recibidos durante el término que duré la
separacifén y en este sentido somos del criterio que es posible
el pago sl funcionario absuelto de cargos, Ccuyos servicios
siempre estuvieron @ disposicién de la Institucién y asi lo
demostré al momento del reintegro.

Asi dejamos absuelta su interesaate consulta y esperamos

que la orientacién ofrecida sirva al propésito deseadc,
atantameunte,

LICDO. DONATILO BALLESTEROS 8.
Procurador de la Administracidn.
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